
I. Introducción

Los derechos humanos, como normas internacionales mo­

rales y legales, tienen el objetivo de proteger a las perso­

nas en aspectos políticos, legales y sociales.  El Gobierno de 

Guatemala, al suscribir los tratados, pactos y convenciones 

internacionales sobre derechos humanos, se ha compro­

metido formalmente a velar por su implementación.   Para 

lograrlo se necesita contar tanto con la voluntad política de 

los gobiernos como con suficientes recursos financieros.  La 

estructuración del presupuesto, con la asignación de recur­

sos limitados, revela los énfasis y las preocupaciones del go­

bierno por atender los temas fundamentales de la nación.

A continuación se presenta un análisis del Presupuesto 

General de Ingresos y Egresos del Estado (ejercicio fiscal 2006) 

con un enfoque de derechos humanos (estudio que se realizó 

a solicitud del Procurador de los Derechos Humanos).  Para 

realizar esta evaluación se parte de un marco conceptual y 

metodológico, explicado en la siguiente sección, que busca de­

terminar en qué medida el gasto público contribuye a una rea­

lización progresiva de los derechos humanos.  Más adelante se 

clasifican los derechos humanos tomando en cuenta los com­

promisos del Estado de Guatemala resultantes de suscribir el 

Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales (PDESC), además de otros compromisos.  Se destaca 

la atención de los derechos económicos, sociales y culturales 

por ser los que dependen en mayor medida de la disponibi­

lidad de recursos financieros públicos. En la parte central del 

informe se analiza el gasto público, clasificado de acuerdo 

con criterios de derechos humanos, y tomando en cuenta lo 

ejecutado en los presupuestos de 2005 y 2004.  Por último se 

evalúa el tema de la suficiencia de recursos del Estado como 

otro determinante de la capacidad de avanzar con una rea­

lización progresiva de los derechos humanos en Guatemala.
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I.  Resumen Ejecutivo

1. En este informe se evalúa la asignación de 
recursos en el Presupuesto 2006 de Guate­
mala con base en un enfoque progresivo del 
cumplimiento de los derechos humanos de 
acuerdo con las obligaciones internacionales 
asumidas por el Estado guatemalteco, pero 
que también toma en cuenta la escasez de re­
cursos.  Partiendo de lo anterior este enfoque 
toma en cuenta a) las tendencias y montos de 
los recursos asignados a la realización de los 
derechos económicos, sociales y culturales; 
y b) los planes de acción o resultados esta­
blecidos en el presupuesto en relación a estas 
asignaciones.

2. El Presupuesto 2006 solamente aumenta 
levemente el monto de recursos dedicados 
a la salud en su conjunto, aunque se man­
tiene constante cuando se mide como pro­
porción del PIB, y coloca a Guatemala entre 
los países que menores recursos públicos le 
dedica a la salud en el mundo.  Por otra parte, 
la ausencia de metas estratégicas no permite 
visualizar una realización progresiva de los 
derechos a la salud a mediano plazo. En el 
Presupuesto 2006 hay avances, reflejados en 
mayores recursos que permitirían la pro­
gresiva realización del derecho a la asisten­
cia médica, especialmente mediante esfuer­
zos de extensión de la cobertura de servicios 
básicos de salud, y en relación a los derechos 
a alimentos y a educación en salud.  También 
se asignan recursos al IGSS, pero ello no está 
orientado a un aumento de su cobertura.  
No hay avances significativos en relación a 
los derechos de grupos especialmente vul­
nerables ­como los discapacitados­ a la salud, 
ni de la población en general al derecho a la 

salubridad, a estar libre de epidemias y a un 
ambiente limpio y saludable, incluyendo el 
agua, en relación a los cuales hay peligro de 
una verdadera regresión de los derechos hu­
manos.

3. El presupuesto del 2006 aumentó significa­
tivamente los recursos destinados a la edu­
cación primaria, aunque aún están lejos de 
ser adecuados para garantizar el acceso a la 
educación primaria completa.  También hubo 
aumentos importantes de los recursos desti­
nados a financiar la pre­primaria en el área 
urbana y a cubrir aumentos de los ingresos 
del cuerpo docente y becas.  En el presupues­
to son  insuficientes los recursos destinados 
a la alfabetización y, ante la extremadamente 
baja cobertura, son especialmente bajos 
los recursos destinados a la educación se­
cundaria básica, lo cual apunta a la ausencia 
de una realización progresiva del derecho a 
la enseñanza secundaria.  En otras palabras, 
el derecho a la educación secundaria en el 
nivel básico está severamente restringido.

4. Lo asignado en el Presupuesto 2006 pone en 
evidencia un aumento proporcional impor­
tante de los recursos dedicados a la realización 
del derecho a la cultura, principalmente para 
la protección y restauración del patrimonio 
cultural y en parte para el desarrollo cien­
tífico y tecnológico, aunque su monto total es 
sumamente bajo.  En conclusión, son escasas 
las posibilidades de incidir en un avance sig­
nificativo de estos derechos con los recursos 
disponibles en el Presupuesto 2006, aunque 
parecieran  estarse marcando tendencias aún 
incipientes pero favorables del gasto público 
referido a los derechos culturales.
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5. Hay solo un modesto aumento de recursos 
para combatir la discriminación, que no es 
congruente con la importancia que tiene la 
discriminación en Guatemala ni con los com­
promisos asumidos por el Estado, incluyen­
do la suscripción del Convenio 169 de la OIT 
y del Acuerdo de paz sobre la identidad y los 
derechos de los pueblos indígenas.

6. El aporte explícito del presupuesto a la de­
fensa de los derechos de la mujer es ínfimo, 
aunque aumentó levemente en compara­
ción con años anteriores.  Este aumento se 
canalizó principalmente a becas para niñas 
y a programas de fortalecimiento de la par­
ticipación política de la mujer, lo cual sugiere 
una modesta realización progresiva de los 
derechos en estos ámbitos por la vía presu­
puestaria.  Los niveles de gasto para apoyar 
la lucha contra la violencia que afecta a las 
mujeres, así como sus derechos culturales, 
son fundamentalmente simbólicos y sin me­
tas o resultados, no pudiéndose concluir que 
hay una efectiva realización progresiva de 
los derechos de la mujer en estos ámbitos.  La 
ausencia de recursos destinados a defender 
los derechos de la mujer rural permite con­
cluir que tampoco hay una progresiva rea­
lización de los derechos de la mujer rural.

7. La previsión social, derivado de los aportes 
del Estado al IGSS y a otros sistemas de 
pensiones y gastos en recreación para los 
trabajadores del Estado absorben casi la to­
talidad de recursos públicos para proteger y 
cumplir los derechos laborales.  Recursos del 
Presupuesto 2006 para la vigilancia pública 
de los derechos vinculados a las normas de 
trabajo, a la salud y a la seguridad, al salario 
mínimo y a la libre sindicalización, así como 

para promover el derecho a tener un trabajo 
libremente escogido, son totalmente insufi­
cientes. Ello ilustra la debilidad del apoyo a 
las instituciones responsables de proteger o 
promover el respeto de los derechos huma­
nos en el país en diversos campos. No existen 
elementos para asegurar que el Presupuesto 
2006 contribuye a una progresiva realización 
de estos derechos laborales.

8. Sin dejar de reconocer que el gran déficit 
habitacional de Guatemala requiere de un 
incremento sustancial de recursos públicos 
para atender este problema, pero tomando 
en cuenta la gran carencia de recursos des­
tinados a la vivienda en el pasado, se puede 
concluir que el significativo aumento de re­
cursos asignados a la vivienda en el Presu­
puesto 2006 constituye una contribución a 
la realización progresiva del derecho a una 
vivienda adecuada.  

9. Aún cuando los recursos asignados al orga­
nismo judicial y al TSE puedan considerarse 
insuficientes, lo asignado en el Presupuesto 
2006 corresponde con lo asignado por la ley 
y no pareciera contradecir la realización pro­
gresiva del derecho a la justicia, sin que ello 
conduzca a concluir que el derecho a la jus­
ticia está garantizado en Guatemala.  Este 
sería un caso en que el respeto a un derecho 
depende tanto de los recursos disponibles 
como de la voluntad política de asegurar que 
se realicen las reformas ya propuestas para 
que este derecho efectivamente se cumpla.  
Los recursos asignados al TSE y al registro y 
catastro también sugieren que la insuficien­
cia de recursos públicos no es un impedi­
mento fundamental para que se avance con 
la regulación de la propiedad y para que se 
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ejerza el derecho a la elección, aún cuando 
el modesto aumento de recursos asignados 
a la seguridad y a la PDH –en este caso con 
posibilidades de que se reduzca en términos 
reales­ son contrarios a una realización pro­
gresiva más amplia del derecho a la justicia.

10. Cuando el Presupuesto 2006 se evalúa por 
el lado de los ingresos totales, y no solo por 
el lado de los gastos, no cumple con un en­
foque progresivo de los derechos humanos.  
No solo no contempla un aumento garan­
tizado de los recursos disponibles, que a la 
luz del análisis del gasto y de los problemas 
nacionales resultan absolutamente insufi­
cientes, sino que además tampoco contempla 
un plan de acción ni metas para aumentar la 
carga tributaria.  Esta ausencia de suficientes 
recursos se manifiesta de manera muy clara 
en una institucionalidad pública débil para 
promover el respeto de los derechos huma­
nos, especialmente evidente en el caso de la 
discriminación de indígenas y mujeres, así 
como en relación a los derechos de los traba­
jadores.  Esta ausencia de recursos adiciona­
les no es compatible con un enfoque global 
de realización progresiva de los derechos hu­
manos.

II. Marco conceptual

Analizar el presupuesto nacional con un en­
foque de derechos requiere un marco conceptual 
y metodológico claro.  En este análisis se hace 
una evaluación de los recursos destinados a ha­
cer respetar, proteger y cumplir los derechos hu­
manos, pero reconociendo que hacer respetar los 
derechos requiere principalmente de voluntad 
política para lograrlo,  mientras que la protección 
y cumplimiento de los derechos humanos, espe­

cialmente de los derechos económicos, sociales 
y culturales, generalmente requieren de recur­
sos económicos, además de la voluntad política 
para avanzar en ese sentido.  La consideración de 
esta dimensión económica es la que caracteriza 
al análisis que se hace a continuación.  En par­
ticular, se realiza una evaluación de los recursos 
asignados a la realización de aquellos derechos 
que cumplen con dos condiciones: a) correspon­
den a derechos básicos, asumidos como obliga­
ciones internacionales por parte del Estado gua­
temalteco, y b) son derechos cuyo cumplimiento 
y protección depende de la disponibilidad de 
recursos.1

En otras palabras, se evalúa el grado en que los 
recursos disponibles en el presupuesto 2006 con­
tribuyen al cumplimiento y protección de los 
derechos básicos de los guatemaltecos y guate­
maltecas.  Ello se hace con base en un análisis del 
gasto público asignado en el Presupuesto 2006  a 
cada uno de los derechos considerados, y toman­
do en cuenta el monto total de recursos recauda­
dos por el Estado.2   En términos conceptuales, se 
evalúan los derechos desde la perspectiva de las 
capacidades de las personas para la realización 

� Para un mayor desarrollo de este enfoque, desde la perspectiva 
de estrategias para reducir la pobreza, véase OACDH, Los dere-
chos humanos y la reducción de la pobreza:  Un marco concep-
tual.  Naciones Unidas, Nueva York y Ginebra, 2004, especial-
mente las páginas 9-��.

2 Se evalúa el efecto de la carga tributaria desde la perspectiva 
de los derechos como un todo,  pero no se hace un análisis deta-
llado de los ingresos tributarios por dos razones.  Primero, el pago 
de los impuestos constituye una obligación más que un derecho 
de los ciudadanos.  Segundo,   aun cuando se pudieran realizar 
precisiones más específicas acerca de posibles efectos negativos 
de los impuestos  o de su  recaudación sobre temas directamente 
vinculados con los derechos humanos, como la discriminación 
o la equidad, lo prioritario sería realizar primero un análisis del 
gasto ante el mayor impacto que este parecería tener sobre el 
cumplimiento y protección de los derechos humanos.  Un  análi-
sis del efecto de los impuestos sobre los derechos humanos re-
querirían un análisis de mayor profundidad que  supera, además, 
la consideración del presupuesto.
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de sus libertades básicas, que incluyen tanto la 
eliminación de obstáculos y el respeto a  reglas 
para ejercer sus derechos (la libertad negativa) 
como la libertad que surge de las capacidades 
del ciudadano que la sociedad contribuye a ge­
nerar (la libertad positiva).3  

En ese contexto el gasto público puede contribuir 
a generar ambos tipos de libertades, aunque ge­
neralmente la disponibilidad de recursos tiende 
a ser relativamente más importante para desar­
rollar las libertades positivas.  Por ello se destaca 
en este caso el análisis del aporte del presupues­
to a la realización de los derechos económicos, 
sociales y culturales, asumidos por el Estado de 
Guatemala al suscribir el Pacto Internacional de 
los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
además de otros instrumentos jurídicos interna­
cionales.4

Por otra parte, el análisis que se hace a continua­
ción reconoce que los recursos con que cuenta o 
pueda contar el Estado no son ilimitados.  Si no 
hubiera límite se podría esperar un cumplimien­
to total de todos los derechos cuya protección y 
cumplimiento dependen de la disponibilidad de 
recursos.  Sin embargo, al reconocerse de manera 
explícita la importancia determinante de la esca­
sez de recursos, se puede entonces asegurar que 

3 Amartya Sen ha desarrollado el concepto de capacidades, mien-
tras que el concepto de libertad positiva y negativa tiene un origen 
más antiguo,  que Isaiah Berlin aclaró en diversos ensayos.  Véase 
A. Sen, Desarrollo y Libertad. E. Rabasco y L. Toharia trads., 
Editorial Planeta, Barcelona, 2000, y I. Berlin, “Two Concepts of 
Liberty” en I. Berlin, The Proper Study of Mankind. An Anthology 
of Essays, Ferrar, Straus and Giroux, New York, 2000.

4 Véanse el conjunto de documentos publicados por el Proyecto 
OACDH/Guatemala, numerada de � a 7 y especialmente los 
que incluyen los derechos económicos, sociales y culturales; 
eliminación de la discriminación racial; derechos del niño, 
eliminación de la discriminación contra la mujer.

“el enfoque de los derechos humanos no repre­
senta una exigencia poco razonable de que todos 
los derechos se deban realizar de inmediato”.5  

El Pacto de los Derechos Ecónomicos, socia­
les y culturales (UN, 1966) establece la necesi­
dad de concebir estos derechos como metas de 
“realización progresiva”, cuya plena implemen­
tación, cumplimiento y protección, depende de 
la disponibilidad de recursos financieros e ins­
titucionales. Esto tiene dos implicaciones: a) la 
plena realización de los derechos debe realizarse 
de manera progresiva a lo largo del tiempo; y b) 
deben reconocerse prioridades entre distintas 
acciones para hacer cumplir los derechos, desta­
cando en particular la situación de las personas 
o grupos más vulnerables para otorgarles una 
atención prioritaria.
 
Pero la OACDH advierte que debe tenerse cui­
dado con que esta flexibilización de las condi­
ciones del cumplimiento de los derechos no de­
bilite su realización, para lo cual existen ciertas 
condiciones para que “la búsqueda de los dere­
chos humanos no se reduzca a una mera retórica 
en nombre de la realización progresiva”.  Estas 
condiciones se aplican tanto a: a) la dimensión 
temporal de realización progresiva como a b) la 
determinación de prioridades.  En cuanto a la 
dimensión temporal  la OACDH indica que los 
Estados de los países deberían asumir un com­
promiso serio de hacer rápidos progresos incluso 
dentro de los límites de los recursos existentes, 
reasignándolos para beneficiar a los más pobres 
y formulando e implementando planes de acción 
con metas (resultados) claramente establecidos.  

En cuanto a las prioridades, la OACDH recomien­
da que éstas deben responder a consideraciones 

� OACDH (2004), op.cit  págs. 24-2�.
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prácticas o específicas de cada país, pero al mis­
mo tiempo deben aplicarse dos principios bási­
cos: la no regresión y la garantía de ciertos dere­
chos básicos.  La no regresión significa que aun 
cuando se le asigne prioridad al cumplimiento 
o protección de determinado derecho, “se debe 
procurar que el resto de los derechos mantengan 
por lo menos su nivel de realización”.6  En tér­
minos presupuestarios esto podría interpretarse 
como no reducir el monto de recursos asignados 
a cierto derecho.7  En cuanto a las prioridades, 
se puede argumentar que los Estados tienen una 
obligación fundamental de darle prioridad a ac­
ciones destinadas a garantizar niveles esenciales 
de diversos derechos, incluyendo como parte de 
ellos los derechos a la alimentación y la vivienda 
adecuadas, la protección de la salud y la edu­
cación, y dándole especial atención a las perso­
nas o grupos más vulnerables.8

III. Metodología

Corresponde a continuación evaluar la asig­
nación de recursos en el Presupuesto 2006 de 
Guatemala con base en un enfoque progresivo 
del cumplimiento de los derechos humanos, 
de acuerdo con las obligaciones internacionales 
asumidas por el Estado guatemalteco, que tome 
en cuenta a) planes de acción y resultados y b) 
prioridades, sin que ello signifique reducir los 
recursos disponibles para los derechos restantes 
al tiempo que se asegura que los derechos bási­
cos de alimentación, vivienda, salud y educación 
son protegidos y cumplidos.

� OACDH (2004), pág. 27.

� A menos que hubiera un aumento de la eficiencia que permitiera 
hacer lo mismo con menos recursos.

� OACDH (2004), págs. 29-30.

En lo que sigue se procede primero a identifi­
car los derechos humanos cuyo cumplimiento o 
protección depende de recursos económicos con 
base en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, ampliados 
por las observaciones del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de las Nacio­
nes Unidas.  Partiendo de este listado de dere­
chos se procede a agregar o desagregar el gasto 
de los diversos rubros del presupuesto nacio­
nal.  Con el fin de evaluar el grado en que los 
derechos están siendo objeto de una progresiva 
realización con base en los recursos disponibles 
se compara lo asignado en el presupuesto 2006 
con presupuestos anteriores (2005 y 2004) y para 
contar con una idea de su magnitud se toma en 
cuenta, además de los montos absolutos asigna­
dos, lo asignado como proporción de los recur­
sos totales del presupuesto y del PIB.  Como par­
te de este análisis se toma en cuenta el conjunto 
de derechos económicos, sociales y culturales, 
evaluando si el Presupuesto 2006 contribuye al 
progresivo cumplimiento y protección de los 
derechos humanos por el lado de los ingresos 
totales, así como el grado en que esta realización 
progresiva se ha dado por el lado del gasto asig­
nado al cumplimiento o protección de derechos 
específicos, incluyendo el establecimiento de re­
sultados a futuro, posibles casos de regresión y 
el aumento o no de recursos para la realización 
de los derechos humanos básicos.

Con base en las consideraciones anteriores el 
análisis que se realiza reconoce la escasez de 
recursos disponibles para el Estado pero tam­
bién considera que es necesario evaluar el tema 
de la disponibilidad de los recursos del Estado 
con una perspectiva de realización progresiva.  
En otras palabras, dada la extremadamente baja 
carga tributaria (proporción del PIB que se paga 
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en impuestos) guatemalteca, corresponde como 
parte de un enfoque de derechos también tomar 
en cuenta los esfuerzos que se hacen por aumen­
tar esa presión tributaria para poder así garan­
tizar los derechos humanos con más recursos 
disponibles.9  

IV. Compromisos internacionales de 
derechos humanos 

A continuación se presentan listas desagregadas 
de derechos humanos, partiendo de la Declara­
ción Universal de los Derechos Humanos, del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, So­
ciales y Culturales, de observaciones del Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
de las Naciones Unidas, y de otros instrumentos 
internacionales de los derechos humanos.  Este 
listado de derechos sirve posteriormente para 
desagregar o agregar los rubros presupuestarios 
vinculados al tema.

a)  Salud y Asistencia Social

En forma general la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos expresa claramente en su 
artículo No.25 el derecho de toda persona a un 
nivel de vida adecuado que le asegure la salud, 
el bienestar, el alimento, la asistencia médica y 
los servicios sociales necesarios. Por otra parte, 
el artículo 22 de este mismo documento reafirma 
el derecho de toda persona a la seguridad social 
por el hecho de ser miembro de una sociedad.  A 
continuación se listan los derechos agregados en 

9 Estrictamente habría que hacer un análisis, además, de los 
aumentos de eficiencia, que podrían entonces significar que se 
logran resultados similares con menores recursos.  Esto requiere 
un análisis más profundo y detallado, que se justifica menos en el 
caso de comparaciones entre dos años seguidos, pero que podría 
justificarse en caso de realizarse un análisis de lo ocurrido durante 
un período más prolongado de tiempo.

salud y asistencia social, denotando los artículos 
de donde provienen.

• Asistencia Médica oportuna y apropiada 
(Artículo 12 del Pacto Internacional de Dere­
chos Económicos, Sociales y Culturales y 
observación general No.14), es decir, su dis­
ponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y 
calidad en el acceso a la salud sin discrimi­
nación en cuanto a los servicios de preven­
ción, curación, rehabilitación, educación, 
programas de reconocimientos periódicos, 
tratamientos y medicamentos.

• Asistencia a niños (Artículo 12 del Pacto In­
ternacional de Derechos Económicos, Socia­
les y Culturales) para reducir la mortinatali­
dad y mortalidad infantil, lograr la inmuni­
zación contra las principales enfermedades 
infecciosas  y alcanzar el sano desarrollo de 
los niños.

• Prevención y tratamiento de epidemias (Artí­
culo12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y observa­
ción general No.14), especialmente del VIH/
SIDA.

• Protección a la familia (Artículo 10 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, So­
ciales y Culturales) 

• Protección a las madres (Artículo 10 del Pac­
to Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y observación general 
No.14)

• Nutrición (Artículo 11 del Pacto Interna­
cional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y observación general No.12); es 
decir, la protección contra el hambre, la dis­
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ponibilidad y la accesibilidad a alimentos sa­
nos suficientes en calidad y cantidad.

• Seguros Sociales (Artículos 22 y 25 de la 
Declaración Universal de los Derechos Hu­
manos, artículo 9 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
observaciones generales No.5 y  No.6 del Pac­
to) por enfermedad, invalidez, viudez, vejez 
(con carácter obligatorio y general), para dis­
capacitados y prestaciones de vejez no con­
tributivas especialmente para las mujeres.

• Protección de discapacitados y sus corres­
pondientes servicios de rehabilitación (Ob­
servación general No.5 del Pacto Internacio­
nal de Derechos Económicos, Sociales y Cul­
turales), 

• Prevención y rehabilitación para personas 
de edad avanzada (Observación general 
No.6 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales). 

• Salud laboral (Artículo 12 del Pacto Interna­
cional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y observación general No.14), que 
garantiza la prevención de accidentes y en­
fermedades profesionales, unas condiciones 
sanitarias básicas en los centros laborales, la 
prevención y reducción de exposición a sus­
tancias nocivas.

• Derecho al agua, lo cual implica su disponi­
bilidad, calidad y accesibilidad (Artículos 
11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y observa­
ción general No.15). 

• Salubridad (Artículo 12 del Pacto Internacio­

nal de Derechos Económicos, Sociales y Cul­
turales y observación general No.14).

• Educación e información sobre cuestiones 
relacionadas con la salud (Artículo 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Económi­
cos, Sociales y Culturales y observación ge­
neral No.14).  

• Condiciones sanas del ambiente (Artícu­
lo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y observa­
ción general No.14).

b)  Educación

De acuerdo a la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos en su artículo 26, toda per­
sona tiene derecho a la educación.  Por su parte, 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales en su artículo 13 también 
reconoce este derecho y lo amplia en la observa­
ción general No.13 donde se especifica la necesi­
dad de hacer accesible  el servicio educativo para 
todos, el cumplimiento de la no discriminación 
e igual trato y las formas de disciplina en las es­
cuelas.  Ante ello, los Estados Parte se compro­
metieron a:

• La educación en todas sus formas y niveles 
debe estar, accesible (no discriminación, ac­
cesibilidad material y accesibilidad económi­
ca), aceptable y adaptable.  Además, debe 
prohibirse la discriminación, propiciar la 
igualdad de trato y sin la aplicación de disci­
plinas en forma de castigos físicos

• Enseñanza primaria universal, obligatoria y 
gratuita mediante un plan detallado de apli­
cación progresivo
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• Enseñanza secundaria generalizada y ac­
cesible, implementando progresivamente su 
forma gratuita

• Enseñanza superior accesible

• Educación fundamental (gratuita) con planes 
idóneos para alumnos de todas las edades

• Sistema de becas en igualdad y sin discrimi­
nación para facilitar el acceso a la educación 
de los grupos desfavorecidos

• Mejora de las condiciones materiales del 
 cuerpo docente

• Instrucción técnica y profesional genera­
lizada

• Enseñanza a discapacitados en escuelas or­
dinarias en todos los niveles educativos

c)  Cultura y Deportes

En la Declaración Universal de los Derechos Hu­
manos se expone que toda persona tiene derecho 
a tomar parte de la vida cultural comunitaria, a 
disfrutar de las artes y participar en el progreso 
científico y sus beneficios (Art. 27).  Esto también 
se enfatiza en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales cuando en el 
artículo 15 indica que los Estados Parte recono­
cen el derecho de toda persona a la participación 
de la vida cultural, los beneficios científicos y sus 
aplicaciones.  Es por ello, que los Estados se com­
prometen a garantizar los siguientes derechos:

• Participar de la vida cultural 

• Gozar de beneficios científicos

• Desarrollo y difusión de la ciencia y la  
 cultura

d)  Discriminación racial

La Convención Internacional sobre la Elimi­
nación de todas las Formas de Discriminación 
racial compromete a los estados a:

• Seguir una política encaminada a eliminar la 
discriminación racial en todas sus formas

• Condenar, prohibir y eliminar la discrimi­
nación

• Asegurar a todos contra todo acto de dis­
criminación ante los tribunales y otras enti­
dades del Estado

• Combatir prejuicios en las esferas de la ense­
ñanza, la educación, la cultura y la infor­
mación.

A su vez, el Convenio N. 169 sobre Pueblos Indí­
genas y Tribales en países independientes com­
promete a los Estados a:

• Desarrollar una acción coordinada y siste­
mática para proteger los derechos de los 
pueblos indígenas, en consulta con ellos, 
reconociendo sus propios valores y priori­
dades y el derecho consuetudinario

• Reconocer el derecho de propiedad y de po­
sesión de los pueblos indígenas sobre las tie­
rras que tradicionalmente ocupan

• Evitar la discriminación en materia de em­
pleo

• Promover la participación voluntaria de los 
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pueblos indígenas en programas de for­
mación profesional

• Extender la seguridad social a los pueblos in­
dígenas

• Asegurar una educación que responda a sus 
necesidades tomando en cuenta sus valores y 
demás aspiraciones

• Facilitar contactos y cooperación internacio­
nal entre pueblos indígenas

e)  Vivienda

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales en su artículo 11 expresa 
que toda persona tiene derecho a una vivienda 
adecuada, lo cual se amplia en la observación 
general No.4 del año 1991.  Esta observación 
manifiesta que el derecho a la vivienda debe 
aplicarse sin discriminación, a la vez que indica 
los requisitos sobre la forma de tenencia de las 
propiedades, los lugares para construir las vi­
viendas y su accesibilidad para ser compradas.  
Por su parte, la observación general No.7 expre­
sa las normas bajo las cuales se puede llevar a 
cabo los desalojos forzosos de propiedades.  En 
relación a la vivienda, los Estados Parte deben 
cumplir lo siguiente:

• Asegurar a un costo soportable o asequible 
la vivienda adecuada para todos sin discri­
minación e independientemente de la edad, 
situación económica, la posición social u 
otros factores.

• Seguridad jurídica en la tenencia de la vi­
vienda

• Subsidios estatales para la vivienda

• La vivienda debe tener disponibilidad de ser­
vicios, materiales, ser habitable y construida 
lejos de focos de contaminación y cercana a 
los servicios sociales

• Legislación contra desalojos forzosos tenien­
do entre las garantías procesales lo siguien­
te: auténtica oportunidad de consultar a los 
afectados, plazo suficiente de notificación 
y con antelación a la fecha de desalojo, dar 
información relativa a los desalojos, la pre­
sencia de funcionarios del gobierno o sus 
representantes en el desalojo, identificación 
exacta de las personas que efectúen el desa­
lojo, no efectuar desalojos cuando haga muy 
mal tiempo o de noche, ofrecer recursos ju­
rídicos y asistencia jurídica.

f)  Trabajo y previsión social

En la Declaración Universal de los Derechos Hu­
manos los artículos 23 y 24 presentan el dere­
cho de toda persona al trabajo en condiciones 
equitativas, con remuneración satisfactoria, con 
oportunidad de sindicalización y con descansos 
remunerados.  Por su parte, Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
en sus artículos 6, 7 y 8 reafirma estas considera­
ciones; mientras que, con la observación general 
No. 5 incluye a las personas discapacitadas y con 
la observación general No. 6  toma en cuenta a las 
personas mayores de manera explícita.  Es por 
ello, que los Estados Parte deben ofrecer:

• Trabajo libremente escogido o aceptado in­
cluyendo a las personas discapacitadas

• Horario de trabajo razonable 

• Vacaciones periódicas pagadas al igual que 
los días festivos
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• Establecer límites de edad para iniciar a tra­
bajar

• Seguridad e higiene laboral

• Igualdad de oportunidades dentro de las em­
presas incluyendo a las personas discapacita­
das

• Salario digno (un salario equitativo e igual 
por trabajo de igual valor que asegure condi­
ciones dignas para vivir)

• Derecho a la sindicalización incluyendo a las 
personas discapacitadas

• Derecho a huelga

• Seguro contra el desempleo

• Licencia con remuneración de seguridad so­
cial a las madres trabajadoras para el pre y 
post parto

g)  Derechos de la mujer

La Declaración Universal de los Derechos Hu­
manos el artículo 2 proclama que toda persona 
puede gozar de los derechos humanos sin distin­
ción alguna; mientras que los pactos, establecen 
que los derechos que enuncian son aplicables 
a todas las personas sin distinción.  Pero, estos 
instrumentos no han sido suficientes para que 
la mujer tenga iguales derechos que el hombre; 
por lo tanto, surgió la convención sobre la elimi­
nación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer.  Dentro de esta convención se 
enuncian los siguientes derechos:

• Eliminar la discriminación (Art. 2 y 3)

• Medidas temporales para acelerar la igual­
dad (Art. 4 y  recomendación general No.5)

• Modificación del patrón cultural ( Art. 5)

• Suprimir la explotación de la mujer (prosti­
tución) (Art. 6)

• Igualdad en la vida política y pública tanto 
nacional como internacional (Art. 7 y 8, re­
comendación general No.8  y recomendación 
general No.23)

• Igualdad en leyes de nacionalidad (Art. 9)

• Igualdad jurídica y civil (Art.15)

• La no Violencia contra la mujer (Recomen­
dación general No.12 y recomendación gen­
eral No.19)

• Igualdad en educación (Art. 10)

• Igualdad laboral (Art. 11 y recomendación 
general No.13)

• Seguridad social (Art. 11)

• Maternidad con goce de sueldo (Art. 11)

• Salud (especialmente embarazo, parto, post 
parto y nutrición durante el embarazo y lac­
tancia) gratuita de ser necesaria. (Art.12 y re­
comendación general No.24)

• Programas de lucha contra el SIDA, (Reco­
mendación general No. 15)

• Seguridad social y económica (prestaciones, 
préstamos, cultura, deportes) (Art. 13)
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• Mujer rural (planes de desarrollo, atención 
médica, seguridad social, educación, em­
pleo, crédito, préstamos, tecnología, reforma 
agraria, resarcimiento y condiciones de vida) 
(Art.14)

• Igualdad en el derecho de Familia (Art.16 y 
recomendación general No.21)

• Medidas para la mujer discapacitada (Reco­
mendación general No.18)

h)  Organismo Judicial

La Declaración Universal de los Derechos Hu­
manos, en sus artículos 7 y 10 expone el derecho 
de toda persona a la protección de la ley y a ser 
oída públicamente para determinar sus derechos 
y obligaciones en materia penal.  Es por ello que 
los Estados deben tener:

• Tribunales de justicia independientes e im­
parciales

Por su parte, la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos en sus artículos 13, 14, 15, 17, 
18, 19, 20 y 21 junto con el artículo 15 (derecho a 
la propiedad intelectual) del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
comprometen a los Estados a garantizar:

• Libre locomoción

• Libertad de pensamiento, conciencia y re­
ligión

• Libertad de opinión y expresión

• Libertad de reunión y asociación pacífica

• Protección de la propiedad intelectual

• Sufragio universal

• Derecho a salir del país

• Derecho al asilo

• Derecho a nacionalidad

• Derecho a la propiedad, individual y colecti­
vamente 

• Derecho a la participación en el gobierno del 
país

V.  El aporte del gasto en el 
Presupuesto 2006 a la realización 
progresiva de los derechos humanos 
en Guatemala

A continuación se analiza el presupuesto con un 
enfoque de derechos humanos.  Primero, reco­
nociendo la necesidad de un enfoque progresi­
vo de la realización de los derechos humanos, 
se analizan  los resultados contemplados por el 
presupuesto ­dentro de una perspectiva de me­
diano o largo plazo­;  la continuidad del gasto 
público dirigido a la protección y cumplimiento 
de derechos humanos específicos; y la prioridad  
que por la vía de los recursos asignados tienen  
los derechos, especialmente los derechos bási­
cos. Luego se toman en cuenta la disponibilidad 
total de recursos como otro factor fundamental 
para evaluar el presupuesto con un enfoque de 
derechos.

a)  El derecho a la salud y a la asistencia social

Para analizar cómo el gasto público contem­
plado en el presupuesto 2006 contribuía o no 
al derecho a la salud y a la asistencia social se 
identificaron 11 rubros que permiten cierta de­
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sagregación del gasto tomando en cuenta las 
obligaciones que existen en materia de derechos 
humanos.  Estas categorías incluyen el derecho a 
la asistencia médica, a la salubridad, a estar libre 
de epidemias, a los alimentos y la nutrición, a la 
salud de las madres, a la educación en salud, a 
un medio ambiente saludable, al agua, a seguros 
de salud,  a la salud laboral y a la salud de los 
discapacitados.  Con base en esta clasificación 
se pueden alcanzar las siguientes conclusiones 
(tabla 1 y anexo estadístico):

1.  El presupuesto total en salud y asistencia so­
cial para el 2006 para el 2006 equivale a  1.2% 
del PIB, similar a lo ejecutado en el 2005 y 
levemente por encima de lo ejecutado en el 
2004.  No hubo una modificación del pre­
supuesto propuesto para el 2006 en salud 
después de la tormenta Stan, a pesar de los 
problemas adicionales de saneamiento y 
salud provocados por esta tormenta.  Lo an­
terior apunta a una severa restricción de re­
cursos, lejana a lo que se requeriría para una 
fuerte realización progresiva de los derechos 
a la salud, como se necesita en Guatemala, 
que es el país centroamericano que menos 
gasto público le dedica a la salud.  Datos de 
la CEPAL para 2004 indican que El Salvador 
tenía un gasto público en salud equivalente 
al 1.5% del PIB, Nicaragua 3.1%, Honduras 
3.5%, Costa Rica (sector público en su con­
junto) 5.1% y Panamá (sector público en su 
conjunto) 5.8%.10  En general, los países en 
desarrollo tienen un gasto público en salud 
que equivale a entre 4 y 6% del PIB.11

�0  Información de la base de datos de la CEPAL, con base en 
cifras oficiales.

�� Roberts, John.  “Poverty reduction Outcomes in Education 
and Health. Public Expenditure and Aid.” Overseas 
Development Institute, London, 2003.

2. Aunque el Presupuesto 2006 incluye objetivos 
y una serie de indicadores o metas interme­
dias de la salud pública, no presenta metas 
estratégicas, como la reducción de la mortali­
dad infantil y materna, ni existe información 
disponible sobre metas o indicadores que se 
extiendan más allá de 2006, como en el caso 
de educación.  

 Además, varias metas o indicadores interme­
dios cambiaron entre el 2005 y el 2006, lo cual 
se refleja en que en el presupuesto de 2005 
se incluyeron 20 metas, 18 de ellas relativas 
al programa de servicios de salud pública, 
pero para el 2006 únicamente se han inclui­
do 6 metas en  este programa, lo cual im­
pide  realizar  comparaciones  adecuadas.12   
Lo  anterior también es contrario a un gasto 
público que, dentro de una perspectiva de 
mediano plazo, contribuya a una realización 
progresiva de los derechos a la salud en su 
conjunto.

3. Entre los logros del Presupuesto 2006 está el 
aumento de los recursos destinados a cubrir 
el derecho a la asistencia médica, que aumen­
tó en Q 44.7  millones  en  comparación  con  
lo  ejecutado en el 2005, siendo especialmente 
significativa el aumento de recursos (en Q 
100.9 millones) dedicados a la extensión de 
cobertura, al tiempo que se redujeron los re­
cursos dedicados a los servicios de hospitali­
zación (en Q 43.2 millones) y de diagnóstico 
(en Q 58 millones),  en lo que puede interpre­
tarse como una reorientación del gasto hacia 
la atención preventiva en contraste con la 
curativa.  Esta reorientación es positiva, pero 
también plantea el peligro de erosionar lo 
que ya son servicios hospitalarios  precarios.   

�2  Véase ICEF, �0 claves para entender el presupuesto 200�, 
Boletín de Estudios Fiscales No. 2, Guatemala, noviembre 200�.
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Es  probable  que  parte  de esta erosión se 
esté  evitando  mediante  la  contratación  de  
entidades  asistenciales, a lo cual también se 
dedicaron  más  recursos  (con  un  aumento 
de Q 24.4  millones)  en  el  Presupuesto  2006. 
Aunque el Presupuesto 2006 no reporta de 
manera  explícita  los recursos destinados a 
la protección de las madres, dentro del rubro 
de atención  médica  está  incluida  la  aten­
ción  de  partos, aun cuando la meta de aten­
ción de partos se mantiene casi constante en­
tre el 2005 y el 2006.13  

4. Se redujo, en cambio, el monto de recursos 
dedicados a atender la salubridad y el com­
bate de epidemias, aunque el primero por 
una reducción de recursos para la sanidad 
militar, ­lo cual es positivo, en la medida 
que ello sea retomado en el futuro por au­
toridades civiles­, y el segundo debido a un 
monto menor de recursos dedicados a la 
vigilancia epidemiológica y a la prevención 
y control del SIDA.  En este caso se puede 
considerar como una regresión, que pone de 
manifiesto la extrema vulnerabilidad finan­
ciera del Ministerio de Salud.

5. En el Presupuesto 2006 la vigilancia ambien­
tal se reduce a una cifra insignificante, menor 
del millón de quetzales, y los servicios de vi­
gilancia de agua no superan los Q 300 mil, po­
niendo de manifiesta lo precario de la contri­
bución pública a un medio ambiente limpio.  
A su vez, los recursos transferidos al INFOM 
(Instituto de Fomento Municipal) para cubrir 
gastos referidos al agua también se redujeron 
notablemente, en Q 174.2 millones, reflejando 
la precariedad de las políticas y de la gestión 
del agua en Guatemala.

�3  Véase ICEF, Boletín 2, op.cit.

6. En el caso del derecho a la nutrición hubo 
un aumento significativo de recursos, que 
pasaron de Q 346.7 millones ejecutados en 
el 2005 a Q 535.7 millones asignados en el 
Presupuesto 2006.  Ello es principalmente el 
resultado de un aumento de las asignaciones 
alimentarias para las escuelas de educación 
pre primaria y primaria (que aumentaron en 
Q 137 millones) y de aumentos de las dona­
ciones y de la asistencia alimentaria (en Q 57 
millones).  

Aunque este aumento de recursos contribuye 
a asegurar el acceso a alimentos, una pers­
pectiva de desarrollo de largo plazo debiera 
orientarse a que los hogares cuenten con su­
ficientes ingresos para no tener que acudir a 
la asistencia alimentaria, por lo que contem­
plar este aumento de recursos como una rea­
lización progresiva de derechos debe mati­
zarse para tomar en cuenta el derecho más 
amplio al desarrollo.  Se requeriría asegurar, 
con una perspectiva de largo plazo, la dis­
ponibilidad y aceptabilidad de  los alimen­
tos, así como a los medicamentos en general, 
especialmente ante el peligro de un acceso 
limitado como resultado de compromisos 
internacionales en materia de propiedad in­
telectual asociados a la liberalización del co­
mercio.

7. Por  otra  parte,  hay  un  aumento  signifi­
cativo,   en  Q 79 millones,  de  los  recursos  
dedicados  en  el  Presupuesto  2006  a la edu­
cación en salud, y especialmente al personal 
del Ministerio de Salud, lo cual puede inter­
pretarse como un aporte a una realización 
progresiva del derecho a la educación en 
salud.  También  hay  un  aumento  de  los  
recursos  asignados al IGSS que, aunque es 
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positivo al compararlo con aportes previos, 
no garantiza una ampliación de la cobertura 
de la seguridad social en Guatemala.

8. Por último, en el Presupuesto 2006  se  con­
templa un leve aumento de los limitados re­
cursos dedicados a la higiene y seguridad 
de los niños, que alcanzan poco más de Q 4 
millones, mientras que no se encuentra en el 
presupuesto asignaciones específicas dedica­
das a atender las necesidades de los discapa­
citados.

9. En síntesis, el Presupuesto 2006 solamente 
aumenta levemente el monto de recursos 
dedicados a la salud en su conjunto, aunque 
se mantiene constante cuando se mide como 
proporción del PIB, y coloca a Guatemala en­
tre los países que menores recursos públicos 
le dedica a la salud en el mundo.  

Por otra parte, la ausencia de metas estraté­
gicas no permite visualizar una realización 
progresiva de los derechos a la salud a me­
diano plazo. En el Presupuesto 2006 hay 
avances, reflejados en mayores recursos que 
permitirían la progresiva realización de los 
derechos a la asistencia médica, especial­
mente mediante esfuerzos de extensión de la 
cobertura de servicios básicos de salud y, en 
menor medida, en relación a los derechos a 
alimentos y a la educación en salud.  Aunque 
hay más recursos para el IGSS, ello no está 
asociado automáticamente a una mayor pro­
porción de la población con acceso a la segu­
ridad social.  No hay avances significativos 
en relación a los derechos de los discapacita­
dos a la salud, así como de la población en 
general a la salubridad, a estar libre de epi­
demias y a un ambiente limpio y saludable, 
incluyendo el agua, en relación a los cuales 
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hay peligro de una verdadera regresión de 
los derechos humanos.

b)  El derecho a la educación

De acuerdo con la clasificación utilizada para 
analizar el presupuesto (tablas 2 y 3, y anexo 
estadístico) con un enfoque de derechos puede 
concluirse lo siguiente:

1. Guatemala continua siendo uno de los países 
que menos gasta en educación, como pro­
porción del PIB en América Latina, pero esta 
proporción aumentó del 2.4% en el 2005 (pre­
supuesto ejecutado) a 2.6% y en el 2006 (pre­
supuesto aprobado), lo cual representa un 
avance modesto. 

2. En términos absolutos, el mayor aumento del 
gasto  en educación  en el Presupuesto 2006 
se destina a la educación primaria.  Este es 
un aumento del 19.5% (es decir que, si la in­
flación en el 2006 fuera equivalente a la del 
2005, de aproximadamente el 9%14, signifi­
caría un aumento real de aproximadamente 
un 10%), que equivale a más de la mitad del 
presupuesto dedicado a educación y a 9.6% 
del presupuesto nacional.

3. El aumento de estos recursos y la proporción 
importante que representan refleja la priori­
dad que tiene la educación primaria en el pre­
supuesto de educación, lo cual es congruente 
con el mayor grado de obligación que recibe 
el acceso a la educación primaria como dere­
cho fundamental dentro del conjunto de 
derechos a la educación, al establecer en el 

14  A noviembre la tasa de inflación fue de 9.25, de acuerdo con 
el Banco de Guatemala.  Es probable que la tasa media se haya 
reducido en diciembre, con lo que la tasa de inflación promedio 
final probablemente haya estado cercana al 9%.

Pacto de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PDESC) que “La enseñanza pri­
maria debe ser obligatoria y asequible a to­
dos gratuitamente”. 

4. No obstante esta tendencia favorable, los re­
cursos que se destinan a la educación pri­
maria son insuficientes, tomando en cuenta 
que si bien la tasa neta de escolaridad pri­
maria ya se acerca al 100% (en el 2004 fue de 
96.4%15),  el porcentaje de niños que termi­
nan la primaria es considerablemente menor, 
acercándose en el 2001 al 60% y siendo in­
ferior a todos los países centroamericanos.16  
Asegurar este derecho básico requeriría asig­
nar un mayor monto de recursos, además de 
mejorar su eficiencia y eficacia, canalizándo­
los no solo para financiar escuelas, maestros 
y materiales didácticos sino también para re­
ducir el costo de la educación para familias 
de menores ingresos mediante más becas o 
transferencias en efectivo condicionadas a 
que envíen a los hijos a la escuela, además 
de cumplir con otros requisitos en materia de 
salud y nutrición.17

5. La formulación de Visión Educación,18 con 
metas para alcanzar una tasa de matricu­

��  MINEDUC, Anuario Estadístico de Educación 2004, 
Guatemala 200�.

��  World Bank, (2004), Nicaragua Development Policy Review.  
Sustaining Broad-Based Growth, December 2004, cuadro 4.4, 
página 72.  El porcentaje de niños que completaban la primaria 
era en torno al �0% en Nicaragua y Honduras, 86% en El 
Salvador y 91% en Costa Rica ese mismo año.

1�  Guate Solidaria incluye un monto limitado de financiamiento 
en este sentido, dirigido a los 4� municipios de mayor 
inseguridad alimentaria.

��  Véase Visión Educación.  Muchas miradas, una visión.  Un 
compromiso: nuestro futuro, ASDI, GTZ, USAID, Ministerio de 
Educación, UNDP, UNESCO, Guatemala, 200�.
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lación neta del 100% para el 2008 es un paso 
en la dirección correcta, tomando en cuenta 
que el derecho a la educación primaria uni­
versal, obligatoria y gratuita debe asegurarse 
mediante un plan detallado de aplicación 
progresiva. Falta llegar a un acuerdo más 
amplio sobre este programa, precisar las ac­
ciones requeridas para avanzar en este sen­
tido y fijar la meta no sólo de matriculación 
sino también para asegurar que en un futuro 
próximo se logre que el  100% del conjunto 
de niños y niñas completen la educación pri­
maria, para que así se cumpla efectivamente 
con lo planteado en el Pacto de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (PDESC).

6. Los recursos dedicados a garantizar el dere­
cho a la enseñanza secundaria generalizada 
y accesible, progresivamente gratuita, no son 
muy significativos en el presupuesto de 2006, 
que aumenta en un 15.9% en comparación 
con lo ejecutado en el 2005, lo cual al descon­
tar la inflación significa un crecimiento real 
de 7%.   A la luz de una tasa de matricu­
lación neta de 31.3% en educación básica en 
2004,19 resulta totalmente insuficiente.  Debe 
tomarse en cuenta que la deficiencia de edu­
cación secundaria, comenzando por la básica, 
es especialmente alta en el área rural, donde 
se concentra la mayoría de la población gua­
temalteca, especialmente la población en 
situación de pobreza.  Así, en el 2004, de 445 
mil estudiantes inscritos en educación básica 
solamente 106 mil estaban en  el área rural.  

7. A pesar de estos datos el aumento del gasto 
público para educación básica asignado en el 
presupuesto 2006 solamente aumentó en un 

�9  MINEDUC, Anuario Estadístico de Educación 2004, 
Guatemala 200�

11.9% en comparación con lo ejecutado en el 
2005 que, al descontar la tasa de inflación, 
significa que el aumento sería insignificante 
en términos reales y sin una atención especial 
a la población más vulnerable, especialmente 
en el área rural e incluyendo en particular a 
los pueblos indígenas.  En este caso no hay 
una realización progresiva del derecho a la 
educación secundaria, y específicamente a la 
de nivel básico y para la población más vul­
nerable.

8. Los recursos públicos canalizados a la ense­
ñanza superior, que el  PDESC señala que 
debe ser accesible, aumentó en un 22.2%, 
equivalente a un monto de Q 157 millones, el 
segundo en importancia después de la ense­
ñanza primaria.   Ante la limitada cantidad 
de recursos destinados a los otros rubros de 
educación, este monto de recursos resulta 
compatible con la realización progresiva del 
derecho a la educación superior.

9. Aunque en el Pacto de los DESC no se plan­
tea explícitamente el tema de la educación 
pre­primaria, y la educación fundamental 
(educación dirigida a personas que no han 
completado la primaria), existe un creciente 
reconocimiento de que la educación pre­pri­
maria resulta necesaria para alcanzar la meta 
del pleno acceso a la educación primaria.  Es 
por ello que en este informe se ha incluido 
este rubro dentro de la educación fundamen­
tal, donde  se ha convertido en el compo­
nente más importante, con un monto total de 
recursos que en el presupuesto 2006 estaría 
creciendo en un 32.6% y que es superior al 
monto que ha sido asignado a la educación 
básica ese año.  Sin embargo, y no obstante 
este aumento, este gasto se ha concentrado 
exclusivamente en áreas urbanas.
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10. Como parte de los recursos destinados a 
la educación fundamental también están 
aquellos que financian la alfabetización que, 
al tomar en cuenta la tasa de inflación, no 
estarían creciendo en el 2006, con lo cual no 
se estaría cumpliendo con la realización pro­
gresiva del derecho a esta forma de educación 
fundamental.  La educación extraescolar au­
mentó levemente más aunque con un monto 
de recursos insignificante, equivalente a Q 
26.7 millones, que seguramente no alcanza 

para garantizar el derecho de alumnos de 
todas las edades para tener acceso a la edu­
cación, como lo plantea el PDESC.

11. Finalmente, el PDESC plantea la necesidad 
de que las condiciones del cuerpo docente 
mejoren y que exista acceso a becas.  El pre­
supuesto 2006 aporta significativamente en 
ambos sentidos, al constatarse un aumento 
de las becas en más de un 100%, y un signifi­
cativo aumento de ingresos del cuerpo do­
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cente, por un valor total de Q 512.6 millones, 
casi tan grande como el incremento del gasto 
en educación primaria.20

12. En síntesis, el presupuesto del 2006 aumentó 
significativamente los recursos destinados a 
la educación primaria, aunque éstos aún es­
tán lejos de ser los adecuados para garantizar 
el acceso a la educación primaria completa.  
También hubo aumentos importantes de los 
recursos destinados a financiar la pre­pri­
maria en el área urbana y a cubrir aumentos 
de los ingresos del cuerpo docente y becas.  
En el presupuesto son  insuficientes los re­
cursos destinados a la alfabetización y, ante 
la extremadamente baja cobertura, son espe­
cialmente bajos los recursos destinados a la 

20  Un aspecto polémico vinculado con las condiciones 
materiales del cuerpo docente tiene que ver con sus condiciones 
de contratación, tema que no se analiza en este trabajo por no 
estar directamente vinculado con el tema del presupuesto.

educación secundaria básica, lo cual apunta 
a la ausencia de una realización progresiva 
del derecho a la enseñanza secundaria.  En 
otras palabras, el derecho a la educación se­
cundaria en el nivel básico, y especialmente 
para la población más vulnerable, está se­
veramente restringido.

c)  El derecho a la cultura

Para evaluar el aporte del Presupuesto 2006 al 
derecho a la cultura en Guatemala se desagregó 
el gasto público en dos rubros:  a) el derecho a 
participar en la vida cultural y a gozar de los 
beneficios de la ciencia y la cultura; y b) Desa­
rrollo y difusión de la ciencia y la cultura; 

1.  El total de recursos que el Presupuesto 2006 
le dedica al derecho a la cultura alcanzó sola­
mente Q 216 millones, aun cuando hubo un 
aumento importante, equivalente a cerca de 
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Q 100 millones y a casi un 100% de crecimien­
to, cuando se compara lo asignado en 2006 
con lo ejecutado en 2005.  No obstante este 
aumento, el total representa sólo un 0.6% del 
presupuesto total y menos del 0.1% del PIB 
(es decir, menos de una milésima del PIB), 
lo cual resulta insignificante si se toma en 
cuenta la importancia que tiene la dimensión 
cultural en Guatemala.  El potencial para que 
ese monto de recursos contribuya de manera 
decisiva a la realización progresiva de los 
derechos a la cultura resulta muy limitado.

2. El apoyo en recursos del presupuesto al dere­
cho a participar en la vida cultural y a gozar 
de los beneficios científicos permaneció casi 
constante en el 2006, rubro dentro del cual 
alcanzó sólo Q12 millones lo asignado di­
rectamente al fomento del arte y la cultura.  
Algo mayor resulta lo asignado al desarrollo 
y difusión de la ciencia y la cultura, lo cual 
se refleja especialmente en lo dedicado a la 
protección y restauración del patrimonio 
cultural, que cubre la administración de si­
tios arqueológicos, incluyendo a Tikal, y lo 

asignado a la Academia de Lenguas Mayas.  
También hay un aumento de recursos para 
el Fondo Nacional de Ciencia y Tecnología y 
para la promoción del desarrollo científico y 
tecnológico que apunta a un incipiente pero 
positivo reconocimiento de su importancia 
que podría ser el inicio de una tendencia más 
fuerte en el futuro.

3. En síntesis, lo asignado en el Presupuesto 
2006 pone en evidencia un aumento propor­
cional importante de los recursos dedicados 
a la realización del derecho a la cultura, prin­
cipalmente para la protección y restauración 
del patrimonio cultural y en parte para el 
desarrollo científico y tecnológico.  Lamen­
tablemente estos recursos son muy limitados 
si se toma en cuenta la importancia que en 
Guatemala tiene la dimensión cultural. En 
conclusión, son escasas las posibilidades de 
incidir en un avance significativo de estos 
derechos con los recursos disponibles en el 
Presupuesto 2006, aunque parecieran estarse 
marcando tendencias aún incipientes pero 
favorables del gasto público referido a los 
derechos culturales.
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d)  La no discriminación

En relación a la no discriminación hubo un au­
mento de la asignación de recursos para com­
batir la discriminación, equivalente en el 2006 a 
Q 10 millones, y superior a lo asignado el año 
anterior, que alcanzó un valor de Q4.4 millones. 
Esto incluye una asignación para la Comisión 
contra la Discriminación y el Racismo de los 
Pueblos Indígenas (CODISRA), lo cual podría 
generar condiciones favorables para combatir 
la discriminación y el racismo, aunque se trata 
de una comisión temporal y no permanente del 
Estado.21  En todo caso, lo reducido del gasto ya 
es un reflejo de la escasa prioridad que recibe el 
tema de la lucha contra la discriminación por 
parte del Estado guatemalteco, y que se refleja, 
entre otras cosas, en el escaso apoyo a la creación 
de una institucionalidad que permita efectiva­
mente combatir la discriminación.  A lo ante­
rior habría que agregar la falta de recursos para 
atender los problemas que afectan a los pueblos 
indígenas como el acceso a tierras, el acceso a la 
justicia y a la educación.22  Así, el Relator Espe­
cial sobre la situación de los derechos humanos 
de los pueblos indígenas, hizo notar en 2003 que 
la cobertura de la administración de justicia, es­
pecialmente en las zonas indígenas, era insufi­
ciente y que la situación de la mujer indígena era 
particularmente precaria.  Además,  en relación 
a la educación expresó lo siguiente:

2�  También hubo una asignación de Q 2.� millones para la 
Defensoría de la Mujer Indígena en el presupuesto del 200� 
que podría incluirse bajo este rubro –se incluye bajo el rubro 
de los derechos de la mujer- que en todo caso es absolutamente 
insuficiente frente a la situación de discriminación que sufre la 
mujer indígena.

22  Véase OACDH, Informe del Relator Especial sobre 
la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas, Naciones Unidas, E/
CN.4/2003/90/Add.2, �0 de febrero de 2003.

“En el campo de la educación, cuestión priori­
taria para los pueblos indígenas, a pesar de los 
esfuerzos realizados por el Gobierno para pro­
porcionar educación bilingüe e intercultural, 
no hay suficientes maestros capacitados y los 
demás recursos educativos son inadecuados.  
Las escuelas carecen de textos y otros materiales 
pedagógicos, especialmente en las zonas rurales 
en donde viven los indígenas.  Las cifras de es­
colarización, sobre todo de las niñas indígenas, 
siguen siendo bajas en comparación con el resto 
de la población infantil, un hecho preocupante 
que prolonga al futuro los patrones de exclusión 
y discriminación”23

Si bien este informe del Relator Especial se re­
fiere a la situación existente hace dos o tres años, 
el aumento de recursos en el presupuesto desde 
entonces no pareciera ser suficiente para mejorar 
sensiblemente el panorama descrito.  Superar la 
discriminación y el racismo requeriría muchos 
más recursos para financiar políticas e institucio­
nes para compensar y superar estos problemas.

e)  El derecho a una vivienda adecuada

Para analizar la contribución del Presupuesto 
2006 a la realización progresiva del derecho a 
una vivienda adecuada, tomando en cuenta el 
Pacto de DESC en particular, se desagregaron los 
rubros de gasto en tres: a) subsidios para la vivi­
enda, b) servicios de legislación y c) disponibili­
dad de servicios. En este caso se incluye el gasto 
en el registro y catastro, que favorece la seguri­
dad de la propiedad de la vivienda, y que es uno 
de los componentes de este derecho.

1. Los recursos asignados al Presupuesto 2006 
para atender temas vinculados con el dere­

23  OACDH (2003), op.cit pág 4.
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cho a una vivienda adecuada aumentaron 
significativamente en comparación con lo 
ejecutado en el 2005.  El gasto para atender 
temas vinculados con este derecho aumentó 
de Q 239.3 ejecutados en 2004 a Q 322.6 eje­
cutados en 2005, para luego más que dupli­
carse y alcanzar Q 749.1 millones asignados 
en el Presupuesto 2006.  Como porcentaje del 
PIB estaría pasando de 0.11 a 0.14% entre el 
2004 al 2005, para luego aumentar a 0.29 en el 
Presupuesto 2006.  Lo asignado sería equiva­
lente a casi el 2% del gasto total del Presu­
puesto en el 2006.24

2. Este aumento resultó de incrementos en la 
disponibilidad de servicios (que crecieron en 
Q 177.5 millones), servicios de legalización 
que en este caso incluyen financiamiento 
para el catastro (que aumentó en Q 148.3 
millones) y subsidios para la vivienda, que 

24   Excluyendo los gastos para el establecimiento del catastro, 
que normalmente no se incluyen como gasto en vivienda,  este 
porcentaje alcanza aproximadamente el 1.5% del Presupuesto 
200�, superior a lo que tradicionalmente se ha asignado en los 
presupuestos nacionales en el pasado.

se incrementaron en Q 102.9,  hasta alcanzar           
Q 327.8 millones.  La mayor parte de los sub­
sidios y gastos por servicios  estarán  a cargo 
del Fondo Guatemalteco para la Vivienda ­
FOGUAVI­,  y  Desarrollo  de  la  Vivienda  
Popular  ­UDEVIPO­, que contará con Q 526.7 
millones.  Dichas asignaciones  incluyen  es­
timaciones  de  recursos  destinados  para 
atender  los  daños  ocasionados por la Tor­
menta Tropical Stan, que  suman  un total de 
Q 150.0 millones para la atención de 10,000 
viviendas.  En síntesis, y sin dejar de reco­
nocer que el gran déficit habitacional de Gua­
temala requiere de un aumento sustancial de 
recursos para atender este problema, el sig­
nificativo aumento de recursos asignados a 
la vivienda en el Presupuesto 2006 permite 
concluir que en este caso constituye una con­
tribución efectiva a la realización progresiva 
del derecho a una vivienda adecuada.

f)  Los derechos al trabajo y a la previsión social

Partiendo de los compromisos contenidos en la 
Declaración Universal de los Derechos Huma­
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nos, del Pacto de DESC y de la clasificación del 
presupuesto en rubros vinculados a estos temas, 
se desagregó el gasto público contenido en el 
presupuesto en seis categorías, incluyendo a) los 
servicios de promoción de empleo y capacitación 
para cubrir el derecho al trabajo libremente es­
cogido; b) la promoción y vigilancia en la apli­
cación de las normas del trabajo, incluyendo 
como parte de las normas derechos a vacaciones, 
horario, límites de edad; c) la promoción y vigi­
lancia de de los derechos laborales en salud, se­
guridad y asistencia social, tomando en cuenta 
los derechos de salud, seguridad e higiene y de 
los discapacitados; d) control y registro de activi­
dades sindicales, laborales y de salarios, toman­
do en cuenta los derechos al salario mínimo, a 
la sindicalización y la huelga;  previsión social, 
tomando en cuenta los derechos al seguro contra 
desempleo y la seguridad social; y e) servicios 
de recreación de trabajadores del Estado. Con 
base en esa clasificación del gasto y tomando 
en cuenta el presupuesto 2006 en comparación 
con presupuestos anteriores se puede concluir lo 
siguiente:

1. El total de recursos destinados en el presu­
puesto 2006 a actividades que pueden contri­
buir a la defensa y promoción de los derechos 
de los trabajadores es de Q2,562 millones, 
equivalente a 6.8% del presupuesto y a 1.0% 
del PIB.  El 98% de este monto está consti­
tuido por aportes a fondos de pensiones, lo 
cual constituye una contribución al derecho 
a la seguridad social, si bien no asegura un 
aumento de la cobertura de este derecho, 
como se mencionó previamente.  El resto, 
equivalente a 0.1% del presupuesto, estaría 
sirviendo para proteger los demás derechos 
laborales que, aunado a la ausencia de metas 
estratégicas en este campo,  refleja su redu­
cida prioridad en el presupuesto.

2. En relación a lo que puede contemplarse como 
aportes presupuestarios que contribuyen al 
derecho de contar con un trabajo libremente 
escogido, que incluye la promoción y capaci­
tación de recursos humanos por parte del 
Ministerio de Trabajo, lo aprobado en el pre­
supuesto 2006 aumentó pero no llega ni a Q 
3 millones, con lo cual el impacto a esperarse 
resulta mínimo.  En lo que se refiere a recur­
sos destinados a la vigilancia y aplicación de 
normas, el valor de lo asignado llegó a Q 14.9 
millones.  Llama la atención que los servicios 
de inspectoría, que serían los de mayor im­
portancia en este caso, solo reciben el 36.9% 
del total asignado a este rubro, equivalente a 
Q 5.5 millones, mientras que Q 9.3 millones 
se destinan a la dirección y coordinación.  
Frente a la importancia histórica de estos 
derechos, que con la entrada en vigencia del 
CAFTA estarán sujetos a un creciente moni­
toreo internacional, lo asignado resulta clara­
mente insuficiente, aparte de reformas insti­
tucionales que aseguren que los servicios de 
inspectoría sean efectivos.

3. Los recursos para la vigilancia de los dere­
chos laborales a la salud, seguridad y asis­
tencia social son incluso menores, de solo Q 
1.5 millones, mientras que el seguimiento y 
registro de actividades sindicales y salariales 
solamente alcanza  Q 2.3 millones.  El total 
de actividades de vigilancia, inspección y 
registro alcanza un total de Q 18.7 millones, 
inferior a los Q 30.3 dedicados a cubrir activi­
dades de recreación de los trabajadores del 
Estado, con lo cual se ratifica la absoluta falta 
de prioridad que tiene la vigilancia pública 
de las normas laborales en Guatemala.
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4. En síntesis, los dos rubros que concentran 
la mayor parte de recursos vinculados con 
los derechos de los trabajadores son la pre­
visión social, derivado de los aportes del Es­
tado al IGSS, clases pasivas y otros sistemas 
de pensiones, que absorbe la gran mayoría 
de recursos, y gastos en recreación para los 
trabajadores del Estado.  Recursos del Presu­
puesto 2006 para la vigilancia pública de los 
derechos vinculados a las normas de trabajo, 
a la salud y a la seguridad, al salario mínimo 
y a la libre sindicalización, así como para 
promover el derecho a tener un trabajo libre­
mente escogido, son totalmente insuficientes 
y ponen en evidencia la extrema debilidad 
institucional del Estado guatemalteco para 
defender y promover los derechos laborales.  
No existen elementos para asegurar que el 
Presupuesto 2006 contribuye a una progresi­
va realización de estos derechos laborales.

g)  Los derechos de la mujer

Guatemala ratificó la Convención sobre la elimi­
nación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer en 1982.  Los derechos concedidos 
a las mujeres en esta convención pueden agru­
parse en: laboral (igualdad laboral), igualdad en 
la vida política y pública, educación (igualdad en 
la educación), seguridad social, violencia (lucha 
contra la violencia), la modificación del patrón 
cultural y mujer rural (los derechos de la mujer 
rural).  Aunque la forma en que están clasificadas 
las diferentes categorías del presupuesto hacen 
muy difícil realizar un análisis de la medida en 
que contribuye o no al respeto de los derechos 
de la mujer, pueden obtenerse las siguientes con­
clusiones:

1. El monto de recursos dedicados en el Pre­
supuesto 2006 de manera explícita a la de­
fensa de los derechos de la mujer es ínfimo, 
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equivalente a poco más de una décima de 
un uno por ciento (0.13%)  del gasto total del 
presupuesto, con un valor inferior a los Q 50 
millones.  Sin embargo, ha habido aumentos 
graduales que han significado pasar de 0.09 
% del total ejecutado en el presupuesto en el 
2004 a 0.11 % en el 2005 y luego a 0.13% de 
lo asignado en el 2006, lo cual puede inter­
pretarse como un muy modesto avance en la 
realización progresiva de los derechos de la 
mujer por la vía del presupuesto nacional.

2.  Los recursos en el presupuesto 2006 dedica­
dos a la defensa de los derechos de la mujer 
rural son inexistentes, y lo presupuestado 
para asistir a la mujer trabajadora no alcanza 
ni medio millón de quetzales.  En el caso de 
la asistencia social a la mujer los recursos se 
han ido reduciendo de  Q 6.1 millones ejecuta­
dos en el 2004 a Q 2.1 millones ejecutados en 
el 2005, y luego a Q 1.3 millones asignados en 
el presupuesto del 2006.

3. El principal avance en relación a los recursos 
dedicados de manera explícita a temas vin­
culados con los derechos de las mujeres se 
deriva de los recursos adicionales asignados 
para promover los derechos a la educación 
de las mujeres, mediante un incremento de 
becas para niñas, que aumentaron en torno 
a Q 6 millones tanto en el presupuesto eje­
cutado del 2005 como en lo asignado en el 
presupuesto del 2006, así como otro monto 
equivalente dedicado al fortalecimiento de la 
participación política de la mujer.  

4. Aumentos menores, casi simbólicos y equi­
valentes a alrededor de Q2 millones al año 
en cada caso, se han asignado en el 2006 a 
la lucha contra la violencia que afecta a las 
mujeres, incluyendo recursos por Q1.2 mi­
llones para la CONAPREVI (Coordinadora 
Nacional para la Prevención de la Violencia 
Intrafamiliar y Contra las Mujeres) y a los 
derechos vinculados al patrón cultural de las 
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mujeres, por la vía del financiamiento de la 
Defensoría de la mujer indígena, con Q 2.6 
millones para el 2006.  En ningún caso se 
contemplan resultados o metas estratégicas.

5. En síntesis, el aporte explícito del presupues­
to a la defensa de los derechos de la mujer es 
ínfimo, aunque aumentó levemente en com­
paración con años anteriores.  Este aumento 
se canalizó principalmente a becas para ni­
ñas y a programas de fortalecimiento de la 
participación política de la mujer, lo cual 
sugiere una modesta realización progresiva 
de los derechos en estos ámbitos por la vía 
presupuestaria.  Los niveles de gasto para 
apoyar la lucha contra la violencia que afecta 
a las mujeres, así como sus derechos cultura­
les, son fundamentalmente simbólicos y sin 
metas o resultados, no pudiéndose concluir 
que hay una efectiva realización progresiva 
de los derechos de la mujer en estos ámbi­
tos.  La ausencia de recursos destinados a de­
fender los derechos de la mujer rural permite 
concluir que tampoco hay una progresiva rea­
lización de los derechos de la mujer rural.

h)  El derecho a la justicia

De conformidad con las obligaciones interna­
cionales de Guatemala en materia de derechos 
humanos, y tomando en cuenta la estructura de 
gastos en el presupuesto 2006, se distinguieron 
los siguientes rubros: a) los tribunales, b) los regis­
tros de propiedad para garantizar el derecho de 
propiedad y c) el derecho a elecciones.  

1.  Tomando en cuenta la clasificación anterior, 
lo asignado en el Presupuesto 2006 a temas o 
instituciones vinculadas al acceso a la justi­
cia, alcanzó Q3620.8 millones, que representa 
un aumento del 25.9% en comparación con el 

año anterior, que representaría un aumento 
real de más del 15% si se toma como referen­
cia la inflación experimentada en 2005.  Los 
mayores aumentos tienen lugar en el gasto 
requerido para hacer funcionar los registros 
de propiedad y en particular el catastro, tema 
que se consideró anteriormente al evaluar el 
gasto en vivienda.  

2.  El aumento de los rubros restantes, corres­
pondientes a los tribunales y al derecho a 
elecciones es superior a la tasa de inflación 
experimentada en 2005, lo cual significaría 
cierto aumento real tanto en relación al ac­
ceso a la justicia en general, como en lo que 
se refiere al Tribunal Supremo Electoral.  La 
Constitución y legislación guatemalteca de­
terminan que el  5% del presupuesto debe 
asignarse al Organismo Judicial y el 0.5% de 
los “ingresos ordinarios” al Tribunal Supre­
mo Electoral. Existe cierta polémica acerca de 
la eficiencia con que se utilizan estos recur­
sos, especialmente en el caso del Organismo 
Judicial, lo cual ha conducido a que se cues­
tione la necesidad de contar con más recursos 
para este organismo.   En todo caso, los por­
centajes de asignación presupuestaria para 
ambos organismos establecidos por la ley se 
cumplen en el Presupuesto 2006, y en ambos 
casos hubo aumentos en lo asignado en el 
Presupuesto 2006 cuando se compara con lo 
ejecutado en 2005, ya que lo asignado al Or­
ganismo Judicial aumentó en un 13.4% y lo 
asignado al TSE en un 12.5%.  Ello contrasta 
con lo ocurrido entre 2004 y 2005, cuando el 
gasto ejecutado se redujo en ambos casos, y 
conduce a concluir que en estos casos el Pre­
supuesto 2006 pareciera no ser contrario a la 
realización progresiva del derecho a la justi­
cia.
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3.  Sin embargo, el financiamiento para dos ru­
bros quizás no directamente vinculados al 
acceso a la justicia permiten cuestionar la 
conclusión anterior.  Primero, el gasto en se­
guridad previsto en el Presupuesto 2006 es­
taría aumentando en un 12%, que al descon­
tarle la inflación experimentada en el 2005, 
significaría un aumento de solo 3%.25  Ello in­
cluye a organismos como la Policía Nacional 
Civil y la administración del sistema peni­
tenciario, que tienen responsabilidad directa 
en la administración de justicia concebida 
desde una perspectiva integral. Segundo, la 
Procuraduría de Derechos Humanos tendría 
un aumento de su presupuesto en sólo 6.8% 
(pasando de Q 55.8 a Q 59.6 millones26) clara­
mente inferior a la inflación experimentada 
en 2005.  De mantenerse la inflación del 2005 
en el 2006 habría una reducción real del pre­
supuesto asignado a la PDH.

4. Por otra parte, lo asignado al registro de la 
propiedad intelectual aumentó levemente, 
pero lo asignado al catastro aumentó en 
casi un 200%, de Q 66.1 millones a Q 194.4 
millones, con un fuerte apoyo de la coopera­
ción internacional.  En este caso se puede 
considerar que los recursos disponibles –aún 
cuando pudieran ser mayores para acelerar 
la puesta en práctica del registro y catastro­ 
junto con las metas establecidas para asegu­
rar una cobertura total del territorio nacional 
por parte del nuevo catastro a mediano plazo, 
pueden interpretarse como una realización 
progresiva del derecho a la propiedad indi­
vidual o colectiva.

2�  ICEF, Boletín 3, op.cit.

2�  Esto incluye un aumento de Q 4 millones que se le asignó 
a la PDH después de la ampliación post-Stan del Presupuesto 
200�.

5. En síntesis, y aun cuando los recursos asig­
nados al organismo judicial y al TSE puedan 
considerarse insuficientes, lo asignado en el 
Presupuesto 2006 corresponde con lo asig­
nado por la ley y no pareciera contradecir la 
realización progresiva del derecho a la justi­
cia, sin que ello conduzca a concluir que el 
derecho a la justicia está garantizado en Gua­
temala.  Este sería un caso en que el respeto 
a un derecho depende tanto de los recursos 
disponibles como de la voluntad política de 
asegurar que se realicen las reformas ya pro­
puestas para que este derecho efectivamente 
se cumpla.  Los recursos asignados al TSE 
y, especialmente al fortalecimiento del régi­
men de propiedad, también sugieren que la 
insuficiencia de recursos públicos no es un 
impedimento fundamental para que se res­
pete el derecho a la propiedad individual o 
colectiva y se ejerza el derecho a la elección, 
aún cuando el modesto aumento de recur­
sos asignados a la seguridad y a la PDH –en 
este caso con posibilidades de que se reduzca 
en términos reales­ son contrarios a una rea­
lización progresiva más amplia del derecho a 
la justicia.

VI.  El aporte de los ingresos en el 
Presupuesto 2006 a la realización 
progresiva de los derechos humanos 
en Guatemala

1. Los recursos contemplados para ejecutar el 
presupuesto 2006 confirman la absoluta in­
suficiencia de recursos totales para que el 
Estado pueda cumplir con sus obligaciones 
internacionales y nacionales de respetar, 
cumplir y proteger los derechos humanos.  
De acuerdo con datos de 2004 (gráfica 1) 
solamente Panamá tenía, en América Latina, 
una carga tributaria menor a la guatemalte­
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ca, aunque compensaba  estos menores in­
gresos obtenidos por la vía de impuestos con 
ingresos obtenidos por la vía de la venta de 
servicios del Canal de Panamá, con lo cual 
los ingresos totales del país superaban el 20% 
del PIB.  El Salvador tenía una carga tribu­
taria levemente superior a la de Guatemala 
mientras que los demás países centroameri­
canos la superaban claramente.

2. En 2005 esta tendencia se agudizó.  Tanto 
Panamá como El Salvador aprobaron refor­
mas tributarias de diverso tipo (El Salvador 
a fines del 2004 y Panamá durante el primer 
semestre de 2005) que contribuyeron a au­
mentar su carga tributaria.  Así, cifras pre­
liminares indican que El Salvador aumentó 
su carga tributaria a 13.2% mientras que la 
reforma en Panamá tenía el potencial para 
aumentarla en aproximadamente un punto 
porcentual del PIB.  En Guatemala, en cam­

bio, disminuyó la carga tributaria en 2005 y, 
en el Presupuesto 2006 no se contemplan me­
didas que puedan aumentar esta tasa en el 
2006.  En otras palabras, tomando en cuenta 
que la progresiva realización de los derechos 
humanos requiere mayores ingresos tribu­
tarios, el presupuesto 2006 no garantiza este 
aumento de los ingresos tributarios.  

3.   Es más, en el presupuesto aumenta el déficit 
fiscal, al 2.5% del PIB (en comparación con 
alrededor del 1.5% en el 2005), y a su vez se 
establece que se contará con recursos tributa­
rios adicionales por un monto de Q 900, pero 
sin que esté garantizado este aumento ya que 
no hubo cambios en la legislación tributaria 
para garantizarlo antes de que se aprobara el 
presupuesto.  Se espera que ello sea generado 
por una nueva ley antievasión que ha pro­
puesto la SAT pero esta aprobación no está 
garantizada.  En síntesis, el Presupuesto 2006 
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que se aprobó no cumple con un enfoque 
progresivo de los derechos humanos por el 
lado de los ingresos.  No sólo no contem­
pla un aumento garantizado de los recursos 
disponibles sino que además tampoco con­

templa un plan de acción ni metas para au­
mentar la carga tributaria.  Esta ausencia de 
recursos adicionales no es compatible con un 
enfoque global de realización progresiva de 
los derechos humanos.

Gráfica 1
Evolución de la carga tributaria en América Central
(Porcentaje del PIB)


